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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 24 de junio de 2022. 

La Sra. Ania Ruiz Rivera (señora Ruiz Rivera o apelante) 

comparece ante nos y solicita que revoquemos la Sentencia dictada 

el 17 de febrero de 2022, por el Tribunal de Primera Instancia (TPI), 

Sala Superior de Humacao. En virtud del referido dictamen, el 

Tribunal desestimó la demanda en su totalidad, con perjuicio.  

 Al tenor del marco fáctico-jurídico que expondremos a 

continuación, resolvemos revocar el dictamen apelado y devolvemos 

el caso al TPI para poner en vigor el laudo, conforme a lo aquí 

resuelto.  

I. 

Los hechos esenciales que dieron origen al recurso de epígrafe 

son los siguientes:  

El 24 de enero de 2014, las partes suscribieron un contrato 

de la Federación Puertorriqueña de Volibol (FPV). En lo pertinente 

al caso de autos, este contrato establecía que ambas partes se 

sometieran a los remedios administrativos y apelativos que proveían 

las Reglas de Torneo y el Reglamento y Constitución de la FPV, y 
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que cuyos dictámenes no podrían ser objeto de revisión judicial. 

Igualmente, otra cláusula disponía que, tanto la jugadora como el 

apoderado, acordaban que cualquier controversia entre ellos con 

relación a los términos y condiciones, fuera sometida a arbitraje ante 

el presidente de la FPV o ante un árbitro designado por éste. La 

decisión que se emitiera era final y obligatorio. Ese mismo día, las 

partes también acordaron el salario y otras cuantías que recibiera 

la señora Ruiz Rivera, durante su participación en la temporada 

2014 de la Liga de Voleibol Superior Femenino (LVSF).  

El 7 de abril de 2014, la señora Ruiz Rivera fue dejada en 

libertad de sus funciones o responsabilidades para con el equipo de 

las Lancheras de Cataño. Por ello, la apelante solicitó una vista por 

incumplimiento de contrato y falta de pago ante la FPV. Dicha vista 

fue celebrada ante el Lcdo. Carlos Villa, el 9 de julio de 2014, a las 

6:00pm1. Este árbitro emitió una Resolución en la cual determinó 

que el equipo de las Lancheras de Cataño y su apoderado le 

adeudaban la cantidad de $18,000.00 a la voleibolista. Esta 

Resolución fue notificada a las partes por escrito, el 4 de octubre de 

2015, a más de un año de celebrada la vista, por solicitud del 

apelado Santini Rivera. Además, el laudo expresamente dispuso 

que: “[s]e le advirtió a la jugadora que para hacer efectiva esta 

Resolución tenía que proceder vía Cobro de Dinero en el Tribunal de 

Primera Instancia”.  

Inconforme con la determinación del árbitro, la apelante instó 

una Querella bajo el procedimiento sumario establecido en la Ley 

Núm. 2 de 17 de octubre de 1961, según enmendada, 32 LPRA 

secciones 3118-3132 (Ley Núm. 2), ante el TPI de Guayama. En este 

recurso, la señora Ruiz Rivera presentó tres causas de acción: 1) 

 
1 La Resolución del laudo, tiene fecha del 9 de junio de 2014, pero debe leer “julio” 

debido a que la vista se celebró el 9 de julio de 2014, conforme a los hechos 
probados por el TPI. A esta vista compareció la señora Ruiz Rivera acompañada 

de su abogada. Sin embargo, el señor Santini Rivera no compareció y sometió una 

carta que exponía su posición al respecto. 
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reclamación de salario, 2) despido injustificado e 3) incumplimiento 

de contrato. Con relación al cobro de salario, la señora Ruiz Rivera 

señaló que fue contratada por el señor Santini Rivera y las VSF 

Lancheras de Cataño para participar como jugadora durante la 

temporada regular y se le garantizó un salario de $26,000.00, los 

cuales se desglosarían en doce (12) pagos mensuales de $2,166.66. 

La voleibolista arguyó que el señor Santini Rivera solo realizó los 

pagos de los meses de enero y febrero de 2014, adeudando así el 

resto de los pagos acordados como salario, para un total de 

$21,666.68 más la cantidad de $1,000.00 en concepto de 

bonificaciones pactadas. En cuanto a la causa de acción sobre 

despido, la apelante indicó que su despido venía a raíz de un reclamo 

que le había hecho al señor Santini Rivera al no pagarle la 

mensualidad del salario. Por tanto, alegó incumplimiento de 

contrato por parte de los apelados.  

El 7 de junio de 2016, el señor Santini Rivera y VSF Lancheras 

de Cataño presentaron una Solicitud de Sentencia Sumaria-

Enmendada. En apretada síntesis, arguyeron que el contrato que 

suscribieron era válido y su lenguaje era claro y sencillo, y que la 

validez del documento nunca fue cuestionada por la señora Ruiz 

Rivera. Por lo tanto, no había dudas de la intención de las partes. 

En consecuencia, sostuvieron que, la apelante estaba impedida de 

presentar la Querella bajo la Ley 2 y que la reclamación que la 

señora Ruiz Rivera tenía disponible era una en cobro de dinero. Del 

mismo modo, señalaron que de no desestimarse la Querella lo que 

procedía era que el TPI determinara el máximo a lo que tenía derecho 

a cobrar la señora Ruiz Rivera, es decir, la suma de $18,000.00.  

Luego de varios trámites procesales, el 4 de mayo de 2018, la 

Querella fue desestimada por el TPI porque las partes se habían 

cometido a un contrato en el cual acordaron que las controversias 

entre sí fueran resueltas mediante arbitraje. 
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Inconforme con esta determinación del TPI, la señora Ruiz 

Rivera apeló al Tribunal de Apelaciones y en la Sentencia de 15 de 

junio de 2018, un panel hermano de este Tribunal, confirmó la 

sentencia del TPI a los efectos de desestimar el reclamo judicial de 

la apelante. Sin embargo, esta determinación estableció que: “[l]a 

señora Ania Ruiz Rivera podrá dar vigor al laudo conforme lo 

establece la Resolución dada por la Federación Puertorriqueña de 

Voleibol el 9 de junio de 2014 y notificada el 4 de octubre de 2015”.  

En desacuerdo con esta determinación, la señora Ruiz Rivera 

recurrió al Tribunal Supremo de Puerto Rico (TSPR) para revisar la 

Sentencia del Tribunal de Apelaciones. En el recurso de Certiorari, 

la apelante cuestionó el proceso de arbitraje y sostuvo que, en efecto, 

procedía la impugnación del laudo por conducta impropia de los 

apelados, toda vez que el señor Santini Rivera no compareció a la 

vista y no pudo ser contrainterrogado. También arguyó que el laudo, 

objeto del caso de autos, violaba la política pública del Estado de 

proteger los derechos de los trabajadores. El 14 de septiembre de 

2018, el TSPR declaró No Ha Lugar la Petición de Certiorari de la 

apelante.   

Todo lo anterior provocó que el 25 de marzo de 2019, la señora 

Ruiz Rivera presentara una Demanda por cobro de dinero en contra 

del señor Luis E. Santini Rivera y VSF Lancheras de Cataño. 

Expuso, en síntesis, que las partes acordaron la participación de la 

señora Ruiz Rivera como jugadora, durante la temporada del 2014, 

en el equipo Lancheras de Cataño, de la LSFV adscrita a la FPV. En 

su Demanda, solicitó al TPI que ordenara al señor Santini Rivera y 

a las Lancheras de Cataño a pagarle solidariamente los $18,000.00 

por concepto de salarios adeudados, $3,347.00 por intereses 

devengados, más las costas, gastos y la suma de $5,000.00 de 

honorarios de abogado.  
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 El 6 de mayo de 2019, los apelados presentaron su 

contestación a la demanda. Invocaron varias defensas afirmativas, 

entre ellas, que la reclamación estaba parcial o totalmente prescrita 

y que el señor Santini Rivera no respondía en su capacidad personal, 

pues compareció al convenio como apoderado del equipo.  

Una vez contestada la demanda, el 21 de octubre de 2019, la 

señora Ruiz Rivera presentó una Moción Solicitando Sentencia 

Sumaria la cual, en apretada síntesis, arguyó que el contrato 

también establecía que el compromiso económico que el apoderado 

acordara con la jugadora era de exclusiva responsabilidad de éste. 

También, adujo que, al examinar el Contrato de la FPV, este 

establecía claramente que las partes aceptaron las cláusulas de 

dicho documento y específicamente, aquella que incluía el 

procedimiento de arbitraje como mecanismo para resolver las 

controversias que surgieran de esta relación contractual.  

En cuanto al laudo, la parte apelante argumentó que la 

resolución del arbitraje nunca fue impugnada por los apelados y 

que, al contrario, fue utilizada en su beneficio para impugnar la 

querella mencionada anteriormente. Por lo tanto, concluyó que no 

existían controversias en cuanto a los hechos materiales del caso. 

Ante ello, solicitó al TPI que dictara Sentencia Sumaria a su favor. 

 Por su parte, el 17 de diciembre de 2019, el señor Santini 

Rivera y VSF Lancheras de Cataño incoaron una Oposición a Moción 

Solicitando Sentencia Sumaria. En esta, cuestionaron la validez del 

laudo emitido por entender que surgieron deficiencias en el proceso 

de arbitraje, como por ejemplo: 1) que se emitió de manera verbal, 

sin la presencia de una de las partes, por lo que alegaron falta del 

debido proceso en la celebración de la vista; 2) que la notificación 

por escrito del laudo se realizó a más de un (1) año después de 

emitido y a solicitud de la parte que no estuvo presente, violentando 

así los Artículos 14 y 20 de la Ley de Arbitraje Comercial en Puerto 
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Rico (Ley Núm. 376); y 3) la falta de solicitud de confirmación del 

laudo dentro del término provisto en el Artículo 21 de la Ley 376. 

Asimismo, solicitaron al TPI que, examinara la doctrina de actos 

propios, toda vez que la apelante ignoró el laudo, al presentar la 

Querella ante el TPI bajo la Ley 2, por tanto, sus acciones provocaron 

una dilación innecesaria de los procedimientos. Esto, según los 

apelados, evidenció un cambio radical en la postura de la apelante, 

al incoar la Demanda por cobro de dinero para ejecutar el laudo que 

anteriormente cuestionó.  

Luego de varios incidentes procesales, el 17 de febrero de 

2022, el TPI dictó sentencia y determinó que el laudo objeto de este 

caso no podía ser confirmado, ni ser puesto en vigor. Ello, pues 

“[c]omo resultado de la conducta afirmativa de la propia demandante, 

transcurrido en exceso del término provisto por ley, así como los 

defectos de forma y término que adolece el laudo”. Por tanto, 

concluyó que el laudo no era ejecutable. Del mismo modo, el TPI 

denegó el cómputo de los intereses legales desde noviembre de 2014. 

Así las cosas, el TPI concluyó que la señora Ruiz Rivera 

incurrió en conducta contraria a sus propios actos, puesto que la 

apelante, por muchos años, intentó impugnar la validez del laudo 

ante el TPI, el Tribunal de Apelaciones y luego ante el TSPR.  

Por estar inconforme con la determinación del TPI, la señora 

Ruiz Rivera comparece ante nos y alega que el TPI erró:  

1. Al declarar No Ha Lugar a la Solicitud de Sentencia 
Sumaria de la parte demandante y no poner en vigor 

un laudo que fue debidamente confirmado mediante 
Sentencia del TPI de Guayama y el Tribunal de 
Apelaciones.  

2. Al determinar que el laudo no puede ser confirmado, 
ni puede ser puesto en vigor.  

3. Al determinar que, como resultado de la conducta 
afirmativa de la parte demandante, [ha] transcurrido 
en exceso el término provisto por ley, así como los 

defectos de forma y término que adolece el laudo, 
determinando que el laudo no es ejecutable.  

4. Al determinar que la parte demandante está 

actuando contra sus propios actos y que es 
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improcedente que se compute el interés legal desde 
que se emitió el laudo.  

 

El 18 de abril de 2022, los apelados presentaron su alegato, 

por lo que estamos en posición de resolver.  

II. 

A. 

En Puerto Rico existe una muy robusta política pública a favor 

del arbitraje como método alterno para la solución de disputas. 

Quiñones González v. Asociación de Condómines, 161 DPR 668, 673 

(2004). Se ha reiterado que el arbitraje se considera como un medio 

más apropiado, menos oneroso y flexible para la resolución de 

controversias que surgen en una relación contractual, pues es 

menos complicado que la litigación tradicional. Martínez Rodríguez 

v. A.E.E., 133 DPR 986, 995 (1993). Por tal razón, nuestro 

ordenamiento jurídico le ha impartido al laudo de arbitraje el valor 

de una sentencia final de un tribunal de justicia. VDE Corporation v. 

F&R Contractors Inc., 180 DPR 21, 47 (2010). Con ello se respeta el 

propósito esencial del arbitraje, que es la finalidad en las 

dilucidaciones de controversias por medio de un procedimiento más 

ágil y menos formal. J.R.T. v. Otis Elevator Co., 105 DPR 195, 202 

(1976). 

En Autoridad Sobre Hogares de P.R. v. Tribl. Superior, 82 DPR 

344, 353 (1961), el TSPR esbozó las situaciones en que un laudo 

puede ser impugnado. Entre ellas, por fraude, conducta impropia, 

falta del debido procedimiento en la celebración de la vista, violación 

a la política pública, falta de jurisdicción y que el laudo no resuelva 

todas las cuestiones en controversia. Por ende, el TSPR establece 

que “un laudo no puede anularse por meros errores de criterio ya 

sean éstos en cuanto a la ley o en cuanto a los hechos”. Id.2  

 
2 Aquí el TSPR cita el caso Junta de Relaciones del Trabajo v. New York & Porto 
Rico Steamship Co., 69 DPR 782 (1949). 
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La Ley Núm. 376 de 8 de mayo de 1951, conocida como la Ley 

de Arbitraje Comercial en Puerto Rico (Ley Núm. 376), establece en 

su Artículo 1 que dos o más partes pueden acordar un convenio por 

escrito para someter a arbitraje cualquier controversia que surja 

dentro de la relación contractual entre ellos o en la alternativa, 

incluir, en un convenio por escrito, una disposición para someter a 

arbitraje cualquier controversia que emane en el futuro. A su vez, 

dispone que: “[t]al convenio será válido, exigible e irrevocable salvo 

por los fundamentos que existieran en derecho para la revocación 

de cualquier convenio”. 32 LPRA Sec. 3201. Por consiguiente, la Ley 

Núm. 376 exige que el convenio de las partes para resolver sus 

disputas ante árbitro debe estar expresado por escrito.  

Ahora bien, la Ley Núm. 376 también provee disposiciones 

dirigidas a la manera en que el laudo debe ser dictado. Estos son, 

requisitos de forma y términos dispuestos en Ley que deben ser 

observados por el árbitro. Por ejemplo, el Artículo 14 de la Ley Núm. 

376 dispone que un laudo se adjudica dentro del término acordado 

por las partes. De no existir dicho término, este Artículo provee que 

el laudo deberá dictarse dentro de los treinta (30) días siguientes a 

la conclusión de la vista y cualquier laudo posterior a dicho término 

no surtirá efecto legal, a menos que las partes decidan prorrogarlo. 

Así lo deben acordar las partes por escrito. En lo pertinente, el 

Artículo 14 establece que:   

Si el término dentro del cual deberá adjudicarse el laudo 
no se fijare en el convenio de arbitraje, el mismo deberá 

dictarse dentro de los 30 días siguientes a la 
terminación de la vista, y cualquier laudo dictado 

con posterioridad a la expiración de dichos 30 días 
no surtirá efecto legal, a menos que las partes de 
mutuo acuerdo prorroguen el término dentro del cual 
pueda dictarse o lo ratifiquen cuando el mismo fuere 
dictado con posterioridad a la expiración del término de 
30 días. Cualquier prórroga del término o ratificación se 
hará por escrito y se firmará por todas las partes al 
arbitraje. 32 LPRA Sec. 3214. (Énfasis Nuestro)  
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Cabe destacar, que nuestro más alto foro determinó en 

Constructora Estelar, 183 DPR 1, 38 (2011) que el término para 

emitir el laudo es directivo, toda vez que dicho término no ha sido 

fijado por las partes. También, el TSPR señala que, si se emite un 

laudo dentro del término o no, es una cuestión revisable pues 

conlleva decidir si el árbitro se extendió o no en sus funciones. Id, a 

la página 37. Además, el TSPR sostuvo que la nulidad de un laudo 

de arbitraje no es automática y fijó los criterios para determinar si 

el decreto dictado fuera del término debe considerarse inválido. Es 

decir, que no procede la revocación “cuando se determina que las 

partes renunciaron al lapso estipulado, ya sea por un acuerdo 

expreso o un consentimiento implícito derivado de su conducta”. Id, 

a la página 39. Igualmente, el TSPR señaló que un laudo no será 

anulado cuando “el reclamo de la parte perdidosa fue posterior a 

que el decreto se rindiera. Id. Además, el TSPR aseguró que los 

laudos emitidos tardíamente proceden si no ocasionaron una 

situación perjudicial a las partes. Id. 

La Ley Núm. 376 también establece el modo en que un laudo 

debe ser dictado. El Artículo 20 señala lo siguiente:  

El laudo se dictará por escrito y se firmará por los 
árbitros o una mayoría de los mismos. Los árbitros 
deberán entregar una copia del mismo a cada una de las 
partes o a sus abogados. 32 LPRA Sec. 3220. (Énfasis 

Nuestro) 
 

Una vez emitido el laudo, procede validar el proceso de 

arbitraje ya sea ejecutándolo voluntariamente entre las partes o 

mediando una confirmación judicial del mismo. Para ello, la Ley 

Núm. 376 establece el término de un (1) año siguiente al laudo de 

arbitraje para solicitar al tribunal una orden para confirmar el 

laudo, a menos que las partes estipulen prorrogar dicho término. 

Así dispone, el Artículo 21 de la Ley Núm. 376:  

En cualquier fecha dentro del año siguiente al laudo a 
menos que las partes de común acuerdo prorroguen el 
término por escrito, cualquiera de las partes podrá 
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solicitar del tribunal una orden confirmando el mismo, y 
el tribunal accederá a ello, a menos que dicho laudo se 
revocare, modificare o corrigiere, según se dispone en los 
Artículos 23 y 24. La notificación por escrito de la 
solicitud, se diligenciará a la parte contraria o a su 
abogado con cinco (5) días de antelación a la vista de la 
misma. La validez de un laudo que de otro modo fuere 
válido no quedará afectada por el hecho de no radicarse 
moción alguna para su confirmación. 32 LPRA Sec. 3221.  

 

B. 

La nulidad absoluta opera ipso jure, es automática, y, por lo 

tanto, puede ser declarada por los tribunales sin petición expresa de 

alguna parte. L. Diez-Picazo, A. Gullón, Sistema de Derecho Civil, 

7ma ed., Madrid, Ed. Tecnos, 1995, V. II pág.111. Además, la acción 

de nulidad es imprescriptible, y por consiguiente puede plantearse 

en cualquier momento. C. Lasarte, Principios de Derecho Civil, 13ª 

ed., Madrid, Ed. Marcial Pons, 2010, T. III pág. 136.  

III.  

 En el presente caso, la apelante impugnó la determinación del 

TPI que desestimó la demanda de epígrafe en su totalidad, con 

perjuicio. El foro primario especificó que el laudo ya no puede ser 

confirmado ni ser puesto en vigor a causa de la conducta de la 

apelante, la cual provocó el transcurso en exceso del término 

provisto por ley. A su vez, determinó que el laudo no es ejecutable, 

pues adolece de defectos de forma y término. Ante ello, nos 

corresponde examinar si el laudo objeto de esta controversia podría 

ser puesto en vigor.  

 En su escrito, la apelante alega que el TPI no consideró que el 

laudo ya había sido confirmado previamente por el dictamen del TPI 

de Guayama y por el Tribunal de Apelaciones. Por tanto, arguye que 

el único proceso que tiene disponible para cobrar la deuda de 

salarios que le adeudan los apelados, es la acción de cobro de dinero 

radicada en el caso de epígrafe. Así que razona que el TPI estaba 

obligado a poner en vigor el laudo y conceder el remedio establecido 

en la Resolución del arbitraje.  
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 En cuanto al trámite sumario bajo la Ley 2, la señora Ruiz 

Rivera adujo que quien solicitó confirmación del laudo fueron los 

apelados para utilizar dicha determinación a su favor, esto al 

solicitar la notificación por escrito del laudo, luego de 11 meses de 

trámites judiciales. También alega que esta conducta de parte de los 

apelados representa una renuncia implícita al término dispuesto en 

el Artículo 14 de la Ley Núm. 376.  

 Por otro lado, la parte apelada, en su alegato, argumentó que 

en ningún momento los apelados solicitaron la confirmación del 

laudo. También arguyeron que la apelante fue quien provocó el 

transcurso en exceso del término para darle vigor al laudo como se 

dispone en la Ley Núm. 376, al llevar la acción bajo la Ley 2 hasta 

el TSPR. Por lo tanto, razonan que el laudo ya no es ejecutable, pues 

no se confirmó dicho dictamen dentro del término de un (1) año 

dispuesto por Ley.  

 En cuanto a defectos de forma y términos, la parte apelada 

señaló que la inobservancia del árbitro al no emitir su resolución 

por escrito y dentro del término resultó en un perjuicio hacia ellos. 

Por consiguiente, el laudo no surte efecto legal alguno.  

 Luego de un ponderado examen del expediente del presente 

caso, las alegaciones de las partes y el Derecho aplicable, somos del 

criterio que, por la particularidad de los hechos de este caso, aunque 

el laudo en cuestión adolece de requisitos de forma y términos, los 

cuales debieron ser observados por el árbitro, el laudo se puede 

poner en vigor. Toda vez que el dictamen apelado no estableció 

claramente la nulidad del laudo. Esto, luego de que dicho decreto 

arbitral se trajo colateralmente ante un panel hermano. Al pasar por 

el crisol de este Tribunal, se le instruyó a la apelante a dar vigor al 

laudo mediante una acción en cobro de dinero.  

 En consecuencia, revocamos la determinación apelada y 

devolvemos el caso al foro de instancia para poner en vigor el laudo.  
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IV.  

Al tenor de la normativa previamente enunciada, revocamos 

el dictamen apelado. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


